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APODERAMIENTO Y DESVÍO DE AERONAVES, NAVES O 
MEDIOS DE TRANSPORTE COLECTIVO
Este tipo penal fue ubicado en el Código Penal de 1980 dentro de los delitos con-
tra la autonomía personal. Después, en el Código Penal del 2000, fue colocado en 
un capítulo autónomo de los delitos contra la libertad individual, “pues si bien no 
responde a la descripción de la conducta de secuestro propiamente dicha, sí com-
porta una retención ilegal de personas y por ello se hace conveniente ubicarlo en 
el capítulo inmediatamente posterior al que regula el secuestro” (Fiscalía General 
de la Nación, 1998, p. 45). Posterior a esto, solo ha tenido una modificación por 
el aumento de penas mediante la Ley 890 del 200495.
En Colombia, el apoderamiento de aeronaves ha estado asociado fundamen-
talmente a la guerrilla. El primero sucedió el 6 de agosto de 1967, varios minutos 
después del despegue del avión de Aerocondor, que partía desde Barranquilla 
rumbo a San Andrés y que fue desviado para Cuba. Con posterioridad a este su-
ceso se han presentado varios apoderamientos, pero fundamentalmente en años 
más recientes. 
95 Dice el artículo 173 del Código Penal del 2000, sobre el aumento de penas en el tipo penal de apoderamiento 
de aeronaves, naves o medios de transporte colectivo: 
El que mediante violencia, amenazas o maniobras engañosas, se apodere de nave, aeronave, o de cualquier 
otro medio de transporte colectivo, o altere su itinerario, o ejerza su control, incurrirá, por esa sola conducta, 
en prisión de ciento sesenta (160) a doscientos setenta (270) meses y multa de mil trescientos treinta y tres 
punto treinta y tres (1333.33) a cuatro mil quinientos (4.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
La pena se aumentará de la mitad a las tres cuartas partes, cuando no se permita la salida de los pasajeros 
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El 12 de abril de 1999 se presentó otro caso llamativo, el del avión Fokker, 
de la empresa Avianca, del cual se apoderó el Ejército de Liberación Nacional 
−ELN−. Esta aeronave partía de la ciudad de Bucaramanga hacia Bogotá con 43 
personas a bordo, incluida la tripulación. Transcurridos diez minutos del despe-
gue del avión, un grupo de aproximadamente cinco hombres que habían ingresa-
do como pasajeros, cubrieron sus rostros con pasamontañas y tras sacar armas de 
fuego, intimidaron a los demás pasajeros y a la tripulación, 
conminándolos a que permanecieran con la cabeza agachada y puesto el cinturón 
de seguridad, obligaron a desviar la ruta del avión haciéndolo aterrizar en la pista 
conocida como ‘Los Sábalos’, ubicada en el sitio el Piñal, jurisdicción del municipio 
de Vijagual, en el sur de Bolívar (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 
Radicado 23796, 2006)96. 
Algunos de los pasajeros, por su edad o estado de salud, fueron liberados días 
después del apoderamiento de la aeronave, pero la mayoría de ellos permanecie-
ron secuestrados por más de un año. Finalmente, varios guerrilleros fueron con-
denados por los delitos de rebelión, secuestro extorsivo y apoderamiento y des-
vío de aeronave (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Radicado 
23796, 2006). 
Posteriormente, entre 1999 y el 2002, se produjeron tres apoderamientos de 
aeronaves comerciales, realizados por las FARC. El de mayor trascendencia su-
cedió el 20 de febrero del 2002 y fue sobre un avión de la empresa Aires que 
cubría la ruta Bogotá-Neiva. Esta acción les permitió secuestrar al senador Jorge 
Eduardo Géchem Turbay, lo que dio lugar a que el gobierno nacional terminara 
los diálogos que adelantaba con esta guerrilla, en el municipio de San Vicente del 
Caguán (Semana, 20 de febrero de 2016). 
El último apoderamiento de una aeronave en territorio colombiano fue rea-
lizado el 12 de septiembre del 2005 por parte de Porfirio Ramírez Aldana, quien 
retuvo un avión de la empresa Aires que viajaba en la ruta Florencia-Bogotá. 
Ramírez estaba en un estado particular de desesperación y pretendió, por esta 
vía, llamar la atención del Estado para que este le reconociera una indemnización 
por las consecuencias que tuvo sobre su cuerpo un tiroteo de la policía, en el 
96 En igual sentido, Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia de 8 de octubre de 2008, 
Radicado 26489, M.P. Augusto J. Ibáñez Guzmán.






cual resultó afectado por dos proyectiles, los cuales lo dejaron paralítico (Silva 
Romero, 10 de marzo de 2012).
No obstante los dramas que ha vivido la aeronáutica colombiana por los apo-
deramientos de aeronaves, no hay ningún hecho que supere lo sucedido el 11 de 
septiembre del 2011. Este día, dos Aviones de la empresa American Airlines y dos 
de United Airlines fueron utilizados como proyectiles contra sitios emblemáticos 
de Estados Unidos, con el resultado del concurso de delitos de apoderamiento 
de aeronaves con secuestro de los pasajeros, terrorismo, numerosos homicidios, 
lesiones personales y daños en bienes ajenos. Todo esto, sin respetar las normas 
del Derecho Internacional Humanitario, en un ataque atroz contra la población 
civil, incluidos los pasajeros que viajaban en esas aeronaves.
Por otra parte, en relación con el transporte colectivo marítimo, se compren-
de bajo la denominación genérica de piratería, no solamente el apoderamiento 
de naves, sino también el hurto de carga y el secuestro de pasajeros. A veces se 
piensa que este es un asunto del pasado y que hoy en día no sucede, pero estas 
modalidades delictivas se han incrementado y se presentan especialmente en los 
mares aledaños a Somalia, Indonesia, Malasia o Vietnam. También en Colombia, 
tanto en el territorio nacional como en aguas internacionales97 (Navarro, 30 de 
julio del 2015). Así mismo, la llamada piratería terrestre es otro de los flagelos 
que son realizados principalmente contra los operadores y los vehículos de carga.
Legislación internacional y nacional
Existe abundante regulación en materia del transporte colectivo de personas, en 
lo que tiene que ver con la aeronavegación, el transporte marítimo y fluvial, así 
como en relación con el terrestre. El apoderamiento de naves o aeronaves es un 
delito internacional que afecta los intereses de los diferentes países y que ha lle-
vado a establecer una legislación que regula las operaciones a nivel internacional.
97 Según la periodista Diana Navarro, 
Estos piratas suelen subir a las embarcaciones pesqueras o barcos comerciales armados con fusiles de asal-
to AK 47, de fabricación rusa, y dicen los reportajes, usualmente con acento colombiano, roban a la tripulación 
de sus víveres, gasolina y a veces hasta les quitan la vida. Todo esto para utilizar a las embarcaciones para 
transportar drogas ilícitas, recuperarse en ellas, o delinquir desde estas. Según la Interpol, los ‘(…) piratas 
reciben rescates de millones de dólares, que presuntamente se reparten entre ellos mismos, sus cabecillas y 
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En lo que se refiere al transporte aéreo, varios autores coinciden en señalar 
que las regulaciones normativas son tan viejas como la aviación misma y que 
uno de sus pioneros es Paul Fuachille, quien propuso, en 1901, establecer un 
régimen jurídico para las operaciones aéreas, en un artículo que publicó en la 
Revuegenerale de droitaérien bajo el célebre título de Ledomaineaérien et le ré-
gimejuridique des aérostats (Awner & Rivas, 1998; Marks, 1971). A partir de allí 
se han realizado importantes esfuerzos por constituir cuerpos normativos, a nivel 
internacional, que sean la guía para las operaciones aéreas.
Específicamente en materia de aeronaves y aeronáutica existen cuatro conve-
nios internacionales que se han desarrollado para la represión de los actos ilícitos 
contra la aviación civil, los cuales obligan a los países suscriptores a contemplar, 
en la legislación interna, normas para la persecución de este delito. Los convenios 
son:
• El Convenio sobre Infracciones y otros actos cometidos a bordo de ae-
ronaves, concluido en Tokio el 14 de Septiembre de 1963. Más conocido 
como el Convenio de Tokio, contempla, en su artículo 11, el apoderamiento 
ilícito de aeronaves. En este se especifica que frente a dichos actos, los 
Estados Contratantes deben tomar las medidas necesarias para que quien 
dirige la aeronave conserve y/o recupere el control de la misma. De igual 
manera, que el Estado en el que aterrice la nave genere las condiciones para 
que los pasajeros y la tripulación continúen su viaje y que la aeronave y su 
carga sean devueltas a sus propietarios (ONU, 1963)98.
• Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves, 
adoptado por la Conferencia de la Haya el 16 de diciembre de 1970. El 
artículo 1 de este convenio señala que comete este delito toda persona que a 
bordo de una aeronave amenace, se apodere o ejerza ilícitamente el control 
del vehículo (ONU, 1970)99.
• El Protocolo para la Represión de Actos ilícitos de violencia en los 
aeropuertos que presten servicio a la aviación civil internacional, 
98 En Colombia fue aprobado mediante Ley 14 de 1972 y ratificado el 6 de julio de 1973. Entró a regir en el país el 
4 de octubre de 1973. Para ver más sobre el Artículo 11 visitar: https://www.unodc.org/tldb/es/1963_Convention_
On%20Board%20Aircraft.html 
99 Fue aprobado en Colombia mediante Ley 14 de 1972 y ratificado el 3 de julio de 1973. Comenzó a regir en el 
país a partir del 3 de agosto de 1973. Para ver más sobre este convenio, visitar: http://www.oas.org/juridico/spanish/
tratados/sp_conv_repre_apodera_il%C3%ADcito_aeronaves.pdf 






complementario del convenio para la represión de actos ilícitos contra 
la seguridad de la aviación civil, del 23 de septiembre de 1971100 (ONU, 
1988), suscrito en Montreal el 24 de febrero de 1988, fue aprobado en 
Colombia mediante la Ley 764 del 2002 y ratificado el 14 de enero del 
2004. Entró en vigencia en el país el 13 de febrero del 2004. 
• El último es el Convenio para la represión de actos ilícitos relacionados 
con la aviación civil internacional, que fue hecho en Beijing, el 10 de 
septiembre del 2010 y que cuenta con un Protocolo Complementario. 
Este convenio no ha sido ratificado por Colombia (ONU, 2010a)101.
En general, los principios y los criterios que sirven de fundamento para la 
regulación y reglamentación del transporte colectivo, aéreo, marítimo, fluvial, 
férreo, masivo y terrestre, así como su operación en el territorio nacional, se en-
cuentran en las leyes 105 de 1993 y 336 de 1996 y en las normas que las han 
reformado. 
Por una parte, en Colombia el transporte aéreo es un servicio público esen-
cial, que se rige por las normas del Código de Comercio (Libro Quinto, Capítulo 
Preliminar y Segunda Parte), por el Manual de Reglamentos Aeronáuticos que 
dicte la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil y por los tratados, 
convenios, acuerdos y prácticas internacionales debidamente adoptadas o aplica-
das por Colombia (Ley 336 de 1996, artículo 68).
Por otra parte, el transporte colectivo terrestre es un servicio público esencial y 
sigue los lineamientos establecidos por las Leyes 105 de 1993 y 336 de 1996, así 
como por el Decreto reglamentario 170 del 2001.
En lo que respecta al apoderamiento de las naves en el mar, tradicionalmente 
se le ha denominado como piratería, término que también se ha extendido cuando 
los objetos de la acción son las aeronaves. A pesar de que la piratería es uno de 
los delitos más antiguos, pues existe desde que nació la navegación, los prime-
ros intentos de establecer una legislación internacional al respecto fueron entre 
1926 y 1932. En estos proyectos se basaron los redactores de la Convención de 
las Naciones Unidas sobre el Alta Mar, firmada en Ginebra en 1958, la cual sir-
vió, a su vez, para la redacción de la Conven ción de las Naciones Unidas sobre 
100 Para ver más sobre este convenio: http://www.un.org/es/sc/ctc/docs/conventions/conv7.pdf. 
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el Derecho del Mar102 −CONVEMAR− (ONU, 2014). Esta última, suscrita en 
Montego Bay en 1982, dispuso en su artículo 101 lo que se debe entender por pi-
ratería103, definición que involucra el apoderamiento como detención de un buque 
o contra las personas a bordo. 
A nivel nacional se aplican las normas del Código de Comercio −arts. 1578 a 
1596−; la Ley 17 de 1991, por medio de la cual se aprobó el Convenio para facilitar 
el Tráfico Marítimo Internacional; y las Leyes 105 de 1993 y 336 de 1996, así 
como las normas que las han reformado. En cuanto al transporte colectivo fluvial, 
es regulado por la Ley 1242 del 2008.
Derecho comparado
El delito de apoderamiento de naves, aeronaves o del transporte colectivo de 
pasajeros, es tratado de diferentes formas en la legislación penal de otros países 
y por algunos ha sido denominado tradicionalmente como piratería o secuestro.
Los Códigos Penales de España y de México denominan piratería a este tipo 
de delitos. El Código Penal español ubica esta conducta como un delito contra 
la comunidad internacional y contra el derecho de gentes, castigándolo con una 
pena de prisión de diez a quince años (Código Penal España, 1995, art. 616)104. 
Sin embargo, los códigos de los demás países lo califican regularmente como un 
delito que protege el bien jurídico de la libertad individual.
El Código Penal Federal de México considera la piratería como un delito 
contra el Derecho Internacional. En su artículo 146 utiliza el verbo rector apresar, 
que significa “tomar por la fuerza alguna nave, apoderarse de ella” (RAE, 2014). 
Por tanto, son considerados piratas “los que, perteneciendo a la tripulación de 
una nave mercante mexicana, de otra nación, o sin nacionalidad, apresen a mano 
102 Para ver más sobre esta convención, que fue suscrita por Colombia el 10 de diciembre de 1982, ir a: http://
www.un.org/Depts/los/reference_files/status2010.pdf. Vale aclarar que no ha sido aprobada por el Congreso, ni 
ratificada por el gobierno nacional, al parecer por el conflicto con Nicaragua.
103 Para más información sobre esta Convención: http://www.un.org/depts/los/convention_agreements/texts/
unclos/convemar_es.pdf. 
104 Código Penal de España. En: http://noticias.juridicas.com/base_datos/Penal/lo10-1995.l2t24.html
Artículo 616 ter. El que con violencia, intimidación o engaño, se apodere, dañe o destruya una aeronave, 
buque u otro tipo de embarcación o plataforma en el mar, o bien atente contra las personas, cargamento o 
bienes que se hallaren a bordo de las mismas, será castigado como reo del delito de piratería con la pena de 
prisión de diez a quince años (Código Penal España, 1995, art. 616).






armada alguna embarcación, o cometan depredaciones en ella, o hagan violencia 
a las personas que se hallen a bordo” (Código Penal Federal de México, 1931, 
art. 146). 
Bajo la protección del bien jurídico de la libertad de las personas, el Código 
Penal Francés denomina como secuestro de aeronaves, buques o de cualquier 
otro medio de transporte, 
el hecho de apoderarse o tomar el control con violencia o amenaza de violencia de 
una aeronave, un buque o de cualquier otro medio de transporte con viajeros a bordo, 
así como de una plataforma fija situada en la plataforma continental, será castigado 
con veinte años de reclusión criminal [o con una pena de] reclusión criminal a perpe-
tuidad cuando vaya acompañada de torturas o de actos de barbarie o si de ella resulta 
la muerte de una o varias personas (Code Pénal France, 1992, art. 224.7 – 224.8).
A los casos de violencia contra la libertad de decisión del conductor de un vehí-
culo se les considera, en el Código Penal Alemán, como “hechos de peligro públi-
co” (Código Penal Alemán, 1999, art. 316a). De igual manera, se denominan como 
ataques al transporte aéreo y marítimo los actos en los que se emplee violencia o 
se dirijan contra la libertad de decisión de una persona, con el objetivo de domi-
nar e influir en el manejo de una aeronave civil que se encuentre en vuelo o sobre 
un barco de transporte marítimo civil (Código Penal Alemán, 1999, art. 316a). Las 
penas para estos casos pueden oscilar entre cinco años y la pena privativa de la 
libertad de por vida, cuando se produce temerariamente la muerte de una persona.
En el Código Penal de Ecuador el “apoderamiento de nave o aeronave, ve-
hículos o cualquier otro transporte”, no es un delito autónomo, sino una causal 
de agravación del delito de secuestro extorsivo (Código Orgánico Integral Penal 
de Ecuador, 2014, art. 162, num. 4). Dicho tipo penal hace parte de los “Delitos 
contra la libertad personal”.
La clasificación del tipo
El artículo 173 del Código Penal colombiano es un tipo penal de resultado obje-
tivo, porque exige el efectivo apoderamiento de la nave o aeronave o medio de 
transporte colectivo. También es de lesión, porque con el apoderamiento se vio-
lenta efectivamente la libertad individual de las personas que van como pasajeros 
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un solo momento, es decir, cuando se realiza el apoderamiento, a partir de lo que 
se convierte en permanente por el tiempo que dure el mismo. 
De igual manera, es un tipo penal pluriofensivo, porque se lesionan no sola-
mente la libertad individual, sino también otros derechos: el de la vida e integridad 
personal de quienes viajan como pasajeros o hacen parte de la tripulación, los cuales 
son puestos en peligro o afectados en el concurso de delitos; también afecta el pa-
trimonio económico, puesto que los actores disponen de un bien (nave o aeronave o 
medio de transporte colectivo) que no les pertenece; atenta contra la tranquilidad y 
seguridad en el transporte colectivo de todas las personas o, como lo señalan otros 
códigos, afecta a la comunidad internacional. De conformidad con la Ley 105 de 
1993: “la seguridad de las personas constituye una prioridad del Sistema y del 
Sector Transporte” (Ley 105, 1993, art. 2, literal e).
El tipo objetivo
Para que se perfeccione la conducta descrita en el artículo 173 del Código Penal 
del 2000, se requiere:
• Un sujeto activo que puede ser cualquier persona, sin una calidad especial.
• Un sujeto pasivo que puede ser una o varias personas que hagan parte de 
la tripulación o de los pasajeros afectadas en su libertad individual.
• Que la conducta esté regida por alguno de los verbos rectores: apoderar, 
alterar o ejercer el control sobre el objeto material.
• Que la conducta recaiga sobre nave, aeronave, o cualquier otro medio de 
transporte colectivo (objeto material). 
• Que la alteración sea sobre el itinerario de cualquiera de los vehículos 
antes mencionados.
• Que la acción se realice con violencia, amenazas o maniobras engañosas.
Los sujetos activo y pasivo 
El sujeto activo es singular e indeterminado, aunque usualmente la conducta es 
realizada por un número plural de personas, caso en el cual se rige por las normas 
sobre participación criminal (Código Penal, 2000, arts. 28 - 30).
El sujeto pasivo puede ser singular y para que se tipifique como delito contra 
la libertad individual, la nave, aeronave o medio de transporte colectivo debe 






estar ocupada por lo menos por una persona, como titular del derecho de autode-
terminación y de locomoción. Sin embargo, usualmente sucede que las acciones 
de apoderamiento de aeronaves son realizadas con la retención de un gran núme-
ro de personas a bordo. Si en el medio de transporte colectivo no se encuentra 
ninguna persona como pasajero, conductor o miembro de la tripulación, la con-
ducta no lesiona la libertad individual, sino el patrimonio económico y, por lo 
tanto, el tipo penal aplicable es el de hurto.
La conducta 
La conducta está regida por los verbos alternativos apoderar, alterar o ejercer. El 
verbo apoderar consiste en la acción de despojo que le permite al sujeto activo 
obtener el dominio material o el control de la nave o aeronave o medio de trans-
porte colectivo. Implica sustracción, dominio, ocupación, usurpación o separa-
ción de la órbita de custodia y disposición del objeto material. Este verbo rector 
también se encuentra en el tipo penal de hurto y es un elemento determinante de 
la conducta, sin embargo, la diferencia radica en que en el hurto solo se afecta el 
patrimonio económico, mientras que en el apoderamiento de una nave, aeronave 
o medio de transporte colectivo se debe afectar la libertad individual para que la 
conducta se tipifique.
De conformidad con los convenios internacionales que se han desarrollado para 
la represión de los actos ilícitos contra la aviación civil, el apoderamiento, en el caso 
de las aeronaves, se debe presentar en el vuelo. Aunque como el Código Penal co-
lombiano no hace distinción en este sentido, para estos vehículos el apoderamiento 
puede realizarse en tierra o en aire. De igual manera, para los buques o barcos puede 
ser cuando se encuentran atracados en puerto o en navegación. También, tratándose 
de cualquier otro tipo de transporte colectivo (tren, subway, metro, tranvía, bus), 
puede realizarse cuando el vehículo está en movimiento o en el respectivo terminal 
o paradero.
En cuanto al verbo alterar el itinerario, significa desviar o cambiar la ruta o 
rumbo de la nave, aeronave o medio de transporte colectivo o alterar su horario 
de partida o de circulación. El cambio de ruta de las aeronaves se da cuando están 
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trata de alteración de los horarios, esta puede realizarse cuando las naves están en 
puerto o en tierra.
En cuanto al verbo ejercer el control de la nave o aeronave, es una acción que 
se encuentra dentro del concepto de apoderamiento, es decir, es consecuencia 
de éste. Realmente no se puede ejercer el control de la aeronave si previamente 
no se ha realizado su apoderamiento. Se ejerce el control de cualquier medio de 
transporte colectivo en forma directa o a través de otra persona, que puede ser el 
piloto, el conductor o quien lo dirija.
La conducta de apoderamiento o de alteración del itinerario o de control, debe 
realizarse con violencia, amenazas o maniobras engañosas. Siguiendo al tratadis-
ta Vincenzo Manzini, la violencia es 
el ejercicio de una energía física excesiva (propia o no de la persona de quien la pone 
en obra) sobre una persona o una cosa, de modo que de ello se siga una coacción per-
sonal física, absoluta o relativa, positiva o negativa, o la modificación de una cosa en 
contraste con los derechos ajenos sobre esa misma cosa, o que produzca impedimen-
to al ejercicio o al goce de otros derechos subjetivos ajenos (Manzini, 1957, p. 233).
Es decir, la violencia es toda agresión o vía de hecho contra las personas o las 
cosas para vencer la resistencia del sujeto pasivo y puede ser física o moral. Es 
física cuando se emplea la fuerza muscular (golpes, reducción física) o cualquier 
tipo de armas, constriñendo al sujeto pasivo a la realización de la conducta descrita. 
Es moral cuando se compele síquicamente a la víctima, mediante amenazas o actos 
idóneos contra las personas o las cosas, que anulan su voluntad, que restringen su 
libertad síquica, obligándola a realizar algo o a dejar de hacerlo (González Monguí, 
2001). 
Respecto a la amenaza, como se dijo anteriormente al tratar el tema del se-
cuestro, se inflige miedo, se advierte la realización de un mal futuro con proba-
bilidad de ocurrencia y se busca doblegar la voluntad de la víctima, procurando 
un mayor sometimiento para generar mayores posibilidades de alcanzar el fin 
propuesto.
La maniobra engañosa tiene que ver con todo ardid, treta, artificio, trampa, 
maquinación o artimaña utilizados por el sujeto agente para lograr el apodera-
miento de la nave, aeronave o medio de transporte colectivo. Aunque una ma-
niobra es, literalmente, toda operación que se ejecuta con las manos, para efectos 






de la interpretación de este tipo penal también es todo engaño, astucia, ingenio o 
habilidad que proviene de la mente del sujeto activo.
El objeto sobre el cual recae la acción (objeto material) 
Es de naturaleza personal y real. Recae, primero, sobre las personas que se en-
cuentran en el medio de transporte colectivo, quienes son las titulares del bien 
jurídico de la libertad individual. Segundo, recae también sobre los medios de 
transporte que son objeto del apoderamiento que afecta la libertad individual de 
los pasajeros y de la tripulación. 
Entre los vehículos que son objeto del apoderamiento están las aeronaves 
(avión, helicóptero, cohete, transbordador espacial) que, como su nombre lo in-
dica, son destinadas a la navegación aérea. Por otra parte, para la navegación ma-
rítima o fluvial están las naves, entre las cuales cuentan los barcos y los buques.
Los demás medios utilizados para el desplazamiento de pasajeros (autobús105, 
tren, metro, tren subterráneo, tranvía, lancha, barcaza y ferri) son definidos como 
medios de transporte colectivo. A este se le entiende como todo modo mecaniza-
do de movilización que tenga la capacidad para trasladar un número plural de pa-
sajeros, sea público u oficial, es decir, operado por el Estado, o privado, es decir, 
accionado por los particulares. También puede ser de acceso abierto a cualquier 
persona o de acceso restringido. En este último caso, hay un grupo de personas 
que se identifican por una actividad, servicio, vínculo o cualquier afinidad, por 
ejemplo, el transporte en el bus escolar o el que presta el servicio a los trabajado-
res de una empresa.
El apoderamiento de una nave o aeronave, según los convenios internaciona-
les antes referidos, se considera un acto de piratería cuando el vehículo es priva-
do, lo que implica que quedan excluidos los de uso militar. En efecto, 
sólo los buques o aeronaves privados pueden, por tanto, cometer actos de piratería. 
Al cometer un acto de piratería, el buque o la aeronave pirata, y los piratas mismos, 
pierden la protección del país cuyo pabellón, en otras circunstancias, tendrían dere-
cho a enarbolar (Sobrino Heredia, 2008, p. 105). 
105 La Corte Suprema de Justicia en sentencia del 22 de febrero de 2000, no casó la condena contra varios suje-
tos que se apoderaron por cuatro horas de un autobús de servicio público con cuarenta pasajeros en la ciudad de 
Bogotá, por considerar que se trataba de un transporte colectivo y por afectar la autonomía personal colectiva (Sala 






Delitos contra la libertad individual y otras garantías
En el caso colombiano, el tipo penal tiene que ver con apenas un aspecto de 
la piratería, como es el apoderamiento de una nave o aeronave o cualquier otro 
transporte colectivo. En esta norma no se hace distinción alguna sobre el carác-
ter del vehículo (privado, oficial o militar) y solamente se exige la condición 
de transporte colectivo. Es decir, el Código Penal no establece que la conducta 
solamente deba recaer sobre naves privadas, por lo que no puede reducirse el 
ámbito de protección penal. Los atentados contra la vida, la libertad individual 
y el patrimonio económico son conductas que, como actos de piratería, entran 
en concurso con el de apoderamiento de la nave, aeronave o cualquier clase de 
transporte colectivo.
El agravante específico
La conducta se agrava cuando en la primera oportunidad, por ejemplo, la aero-
nave aterriza en el aeropuerto al que fue desviada y el sujeto agente no permite 
la salida de los pasajeros. En este caso, según el inciso segundo del artículo 173, 
el secuestro simple de los pasajeros se considera un agravante que da lugar al 
aumento de la pena de prisión de la mitad a las tres cuartas partes.
El concurso con otros delitos
La conducta de apoderamiento y desvío de aeronaves, naves o medios de trans-
porte colectivo, puede concurrir con la de secuestro extorsivo, por ejemplo, cuan-
do se realiza con fines económicos o políticos en relación con la libertad de las 
personas (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Radicado 23796, 
2006). Por otro lado, si un recluso, para lograr la evasión, cambia la ruta por la 
cual es transportado, concurre con la fuga de presos. Finalmente, si el apodera-
miento de la nave se realiza sin que haya persona alguna dentro de esta, se tipifica 
un delito contra el patrimonio económico (hurto) que podría concurrir con el de 
extorsión, si se exige dinero por su devolución.
El artículo 28 del Decreto 180 de 1988, que modificó la norma original del 
Código Penal de 1980, estableció una mayor pena −de 15 a 20 años− cuando se 
ocasione daño a la integridad personal de la tripulación o a sus ocupantes, pero 
esta norma se eliminó en el Código Penal del 2000, “pues se trata de un verdadero 
concurso de delitos” (Fiscalía General de la Nación, 1998, p. 45).
